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    Procede la Sala a decidir la impugnación interpuesta 

por la Caja de Previsión Social de Comunicaciones CAPRECOM Regional 

Risaralda, contra la sentencia dictada por el Juzgado de Menores de Pereira 

el pasado 27 de diciembre, en esta acción de tutela que Martha Cecilia 

Orozco Martínez, en calidad de agente oficiosa de Esmeralda Franco 

Guarumo, le promovió a la impugnante y a la cual fue vinculada la 

Secretaría de Salud Departamental. 

 

 

       ANTECEDENTES 

 

 

      En calidad de agente oficiosa de la niña Esmeralda 

Franco Guarumo, Martha Cecilia Orozco Martínez promovió esta acción para 

lograr la protección de los derechos fundamentales a la salud, a la seguridad 

social y a la vida de aquella, que estimó vulnerados por parte de la entidad a 

la que demandó. 

 

       Indicó que en virtud de un fallo de tutela, se le 

ordenó a la EPS-S Caprecom que adelantara las gestiones necesarias para la 

práctica de una cirugía requerida por Esmeralda Franco, pero se dispuso, 

luego de ello, que era necesaria otra intervención cardiovascular para 



valoración y posible ampliación del tracto de salida, motivo por el cual fue 

valorada por el cardiólogo infantil, quien sugirió la hospitalización de la niña 

en una clínica de cuarto nivel, por riesgo inminente de muerte súbita, y como 

en el eje cafetero no existen especialistas para ese efecto, Caprecom hizo 

contactos en la ciudad de Bucaramanga para que la misma se realizara allí 

comenzando el mes de diciembre, pero teniendo en cuenta la condición 

económica de sus padres que son desplazados por la violencia, le solicitaron 

a la entidad que dispusiera los viáticos correspondientes y les fueron 

negados. 

 

       Solicitó, en consecuencia, que se ordenara a la 

demandada proveer el tratamiento integral a la menor respecto de 

transporte, hospedaje del acompañante y la niña, medicamentos, terapias y 

todo lo requerido para conservar su vida y restablecer su salud. 

 

    Con el escrito de tutela se anexaron, entre otras,  

copias del carné de afiliación, el concepto o plan que dispuso el cardiólogo 

pediatra de remisión de la niña a la cirugía de que da cuenta el escrito de 

tutela, historia clínica y orden de hospitalización para remisión a 4 nivel fuera 

del eje cafetero para cirugía cardiaca. 

     

      Se admitió la demanda, se dispuso la vinculación de 

la Secretaría de Salud Departamental y se decretó la medida provisional 

deprecada. La entidad territorial, por conducto de apoderado judicial, 

indicó que lo solicitado y dado el carácter de sujeto de especial protección 

del que goza la accionante, es del resorte de la EPS-S CAPRECOM; trajo a 

colación apartes jurisprudenciales sobre ello e indicó que la tutela no 

procedía en su contra. La entidad promotora de salud, por su parte, por 

conducto de su Directora Territorial (E) señaló que no obra concepto médico 

que se refiera a la solicitud de transporte, que tal elemento no está 

contemplado en el POS y que, por ende, su costo, debe ser asumido por el 

usuario; que en todo caso, la responsabilidad recaería, entonces, en la 



entidad territorial respectiva conforme a lo previsto por las Leyes 715 de 2001 

y 1122 de 2007, por lo que igualmente solicitó negar la acción en su contra. 

 

      El juzgado, previa alusión al problema jurídico puesto 

a su consideración, a la legitimación por activa, al derecho a la salud como 

fundamental, a la jurisprudencia constitucional y a los requisitos para acceder 

a las solicitudes de traslado para atenciones médicas en lugar diferente a la 

sede de la entidad, de precisar que ese servicio se halla cobijado por el 

Acuerdo 08 de 2009 y que, por tanto, se exoneraría a la Secretaría de las 

pretensiones incoadas, accedió al amparo reclamado, le ordenó a 

Caprecom EPS-S que en un término de 48 horas autorizara los gastos de 

transporte de la menor y gastos de manutención de quien la acompañara a 

la ciudad de Bucaramanga o a la ciudad que la EPS-S eligiera como hábil 

para prestar el servicio ordenado por el médico tratante, y la autorizó para 

repetir por un 50% frente a la Secretaría de Salud en lo que esté por fuera del 

Plan Obligatorio de Salud Subsidiado. 

 

      Impugnó la empresa prestadora de salud, e hizo 

consistir su inconformidad en similares argumentos a los expuestos en la 

contestación a la demanda; además, se refirió a las gestiones adelantadas 

para el cumplimiento de la sentencia. 

 

 

      CONSIDERACIONES  

 
 

      El artículo 86 de la Constitución Nacional faculta a 

toda persona para reclamar ante los jueces la protección inmediata de los 

derechos constitucionales fundamentales cuando considere que estos 

resulten vulnerados o amenazados por acción u omisión de cualquier 

autoridad pública o, eventualmente, por particulares. 

       



      Bajo ese entendido, en calidad de agente oficiosa 

de la niña Esmeralda Franco Guarumo, Martha Cecilia Orozco Ramírez 

invocó el amparo de sus derechos fundamentales a la salud, a la seguridad 

social y a la vida, que consideró conculcados por la entidad a la que 

demandó, al abstenerse de suministrar el apoyo económico necesario para 

que Esmeralda junto con un acompañante pueda ser trasladada a la ciudad 

de Bucaramanga, con el fin de que sea intervenida quirúrgicamente ante la 

afección cardiaca que actualmente padece. 

 

      Importante es reseñar que, aunado a lo dicho por el 

juzgado, acerca de que el derecho a la salud es fundamental por sí solo de 

acuerdo con el nuevo derrotero jurisprudencial, también debe tenerse 

presente que de conformidad con lo señalado por el artículo 44 de nuestra 

Carta Política, los derechos a la salud y a la seguridad social de los niños, 

niñas y adolescentes, son fundamentales en forma directa.  

       

       Por otro lado, ninguna de las entidades que 

conforman la parte pasiva controvirtió la necesidad y urgencia de las 

atenciones médicas requeridas por la paciente, pues, en últimas, la discordia 

con el fallo proviene únicamente de parte de la entidad prestadora de salud 

del régimen subsidiado, que argumenta que la negativa para autorizar los 

gastos de transporte y manutención de la misma y un acompañante, tiene 

sustento en que ello no hace parte del Plan Obligatorio de Salud y, por 

consiguiente, la competencia para el efecto radica en la Secretaría de Salud 

Departamental.  

 

       Pues bien, en lo tocante con el servicio de transporte 

solicitado, siguiendo lo prevenido por el literal  b, numeral 2º del artículo 61 

del Acuerdo 08 del 29 de diciembre de 2009 expedido por la CRES, que 

establece que los menores de 13 años de edad tienen derecho al POS 

Contributivo, a propósito de la edad con que cuenta la accionante y el 

régimen al que se halla afiliada,  sumado en todo caso a lo indicado por los 

artículos 33 y 34 del mismo Acuerdo, que disponen que en ambos sistemas se 



incluye el referido transporte entre IPS dentro del territorio nacional, se 

desvanece cualquier intento de la entidad prestadora de salud de sustraerse 

a esta obligación.  

       

       Así, el Juzgado concedió el amparo porque estimó, 

ya se dijo, que dada la condición de sujeto de especial protección de la que 

goza Esmeralda y que su familia no cuenta con los medios necesarios para 

sufragar los gastos que derivan de su debida atención en otro lugar al sitio de 

su residencia, debían ampararse, entonces, los derechos reclamados ante el 

inminente riesgo de muerte súbita en el que se encuentra la menor. 

 

       De donde resulta claro que anduvo acertado el 

despacho en la protección constitucional reclamada, porque la evidencia 

médica que enseñan los documentos glosados a la solicitud, dejan entrever 

el delicado estado de salud que aqueja a la actora, que se ve aumentado 

por las cortapisas que ha puesto la EPS-S Caprecom.  

 

     Valga anotar que constituye un desacierto la lectura 

que la EPSS le da al artículo 33 del Acuerdo 08 citado, porque parece 

entender de su contenido que es el médico tratante el que debe disponer el 

traslado del paciente para que se pueda autorizar; eso no es lo que dice la 

norma, pues lo que refiere con claridad es que “…El servicio de traslado de 

pacientes cubrirá el medio de transporte adecuado y disponible en el medio 

geográfico donde se encuentre, con base en el estado de salud del 

paciente. El concepto del médico tratante y el destino de la remisión…”. Es 

decir, que el concepto del médico no es para el traslado mismo, sino para el 

medio que se debe emplear, que resulte adecuado a las necesidades del 

paciente.  

 

     De reciente calenda, recogiendo pronunciamientos 

similares hechos con anterioridad, dijo la Corte Constitucional  1 que: 

   
                                                
1 Sentencia T-352/2010 



      “La garantía constitucional de acceso a los servicios de salud, 
implica que, además de brindarse los tratamientos médicos para  proteger la salud de la 
persona, se deben eliminar las barreras que impiden la materialización efectiva del 
servicio. Esta Corte ha identificado que el transporte es un medio para acceder al 
servicio de salud2, y aunque no es una prestación médica como tal, en ocasiones se 
constituye en una limitante para lograr su materialización, especialmente cuando las 
personas carecen de los recursos económicos para sufragarlo. Por ello, ha considerado 
que “toda persona tiene derecho a que se remuevan las barreras y obstáculos que [le] 
impidan… acceder a los servicios de salud que requiere con necesidad, cuando éstas 
implican el desplazamiento a un lugar distinto al de residencia, debido a que en su 
territorio no existen instituciones en capacidad de prestarlo, y la persona no puede 
asumir los costos de dicho traslado”3. 
     (…)   
     … cuando la carencia de recursos para sufragar el 
desplazamiento impide que una persona se traslade a una IPS para recibir un servicio 
médico, esta carencia se constituye en una barrera para acceder al goce efectivo de su 
derecho a la salud; y en consecuencia, corresponderá al Juez Constitucional aplicar la 
regla jurisprudencial para la procedencia del amparo para financiar el traslado, en los 
casos donde se acredite que “(i) ni el paciente ni sus familiares cercanos tienen los 
recursos económicos suficientes para pagar el valor del traslado y (ii) de no efectuarse 
la remisión se pone en riesgo la vida, la integridad física o el estado de salud del 
usuario.4” 
     Por consiguiente, el financiamiento de los gastos de traslado 
como garantía de acceso a los servicios médicos, que se traduce en “tener derecho a 
los medios de transporte para poder recibir la atención requerida”5, puede dirigirse hacia 
la autorización del servicio de transporte o hacia el suministro de ayuda económica. 
 
 

        De igual manera, la misma Corporación, refiriéndose 

al tema de la compañía que se requiere para el cuidado de una persona 

que tiene que ser trasladada a un lugar distinto al de su habitación, para que 

sea plenamente atendida en el servicio de salud, indicó en la sentencia T-834 

de 2009, lo siguiente: 

 
     “También ha expresado esta Corporación 6 que las EPS tienen 
la obligación de asumir el transporte y la manutención de las personas que necesitan 
acceder a los servicios de salud que se prestan en una ciudad diferente a la de su 
residencia, en los casos en que: “(i) ni el paciente ni sus familiares cercanos tienen los 
recursos económicos suficientes para pagar el valor del traslado y (ii) de no efectuarse 
la remisión se pone en riesgo la vida, la integridad física o el estado de salud del 
usuario.”  
 

                                                
2 Sentencia T-760 de 2008. 
3 Ibídem. Ver al respecto la consideración  4.4.6.2.  
4 Esta regla jurisprudencia fue establecida en la  Sentencia T-900 de 2000.  La Corte Constitucional la ha utilizado en casos 
similares, por ejemplo en las sentencias T-1079 de 2001, T-1158 de 2001,  T- 962 de 2005, T-493 de 2006, y recientemente en 
las siguientes sentencias: T-057 de 2009, T-346 de 2009 y T-550 de 2009.  
5 Sentencia T- 346 de 2009.    
6 Sentencia T-760 de 2008.  



     Así mismo, las EPS deben garantizar la posibilidad de que se 
brinden los medios de transporte y traslado a un acompañante cuando este es 
necesario. La regla jurisprudencial aplicable para la procedencia del amparo 
constitucional respecto a la financiación del traslado del acompañante ha sido definida 
en los siguientes términos, “(i) el paciente sea totalmente dependiente de un tercero 
para su desplazamiento, (ii) requiera atención permanente para garantizar su integridad 
física y el ejercicio adecuado de sus labores cotidianas y (iii) ni él ni su núcleo familiar 
cuenten con los recursos suficientes para financiar el traslado.”  
  
     Así pues, toda persona tiene derecho a que se remuevan las 
barreras y obstáculos que le impidan acceder a los servicios de salud que requiere con 
necesidad, cuando éstas implican el desplazamiento a un lugar distinto al de residencia, 
debido a que en su territorio no existen instituciones en capacidad de prestarlo, y no 
pueda asumir los costos de dicho traslado. También, como se indicó, tiene derecho a 
que se costee el traslado de un acompañante, si su presencia y soporte se requiere 
para poder acceder al servicio de salud.” 
 

        Precedentes que acompasan con la situación 

presente, porque no se ha puesto en entredicho la incapacidad económica 

del núcleo familiar al que pertenece la demandante, que surge evidente, 

además, del régimen al que se encuentra inscrita. 

 

     Sin embargo, es necesario definir si los gastos de 

traslado y manutención del acompañante, para una persona que está 

afiliada al régimen subsidiado de salud, hacen o no parte del POSS. En 

realidad en el aludido Acuerdo 08 de 2009, por medio del cual se aclararon y 

complementaron los planes tanto del régimen contributivo como del 

subsidiado y con miramiento en su anexos, se tiene, que esos servicios, no 

aparecen contemplados. 

 

      Por tanto, hay que concluir que tanto la empresa 

prestadora de salud demandada, como la entidad territorial vinculada, 

vienen siendo trasgresoras directas de los derechos fundamentales a la salud 

y a la vida en condiciones dignas de la niña Franco Guarumo. Así se afirma, 

porque no podía sustraerse CAPRECOM a la prestación de los servicios 

demandados y a los que legalmente está obligada a suministrar, esto es, los 

gastos de transporte y manutención de la menor; pero tampoco podía 

evadir la Secretaría de Salud Departamental de Risaralda la carga que le 

compete, respecto de los gastos que por el mismo concepto demande el 



acompañante de la paciente, ante la certeza de que lo que no le 

corresponde asumirlos a las EPSS, siguiendo lo dispuesto por el Decreto 806 de 

1998 y las Leyes 715 y 1122 de 2001 y 2007, respectivamente,  situación que 

con suficiencia ha sido tratada por la Corte Constitucional, como puede 

leerse, por ejemplo, en las sentencias T-107 de 2008 y T-138/08.     

    

      No obstante, atinó el fallo a ordenarle a CAPRECOM 

la prestación de todos los servicios requeridos, pues en casos similares esta 

Sala ha venido pregonando que cuando un paciente en las condiciones de 

la ahora demandante, que además es sujeto de especial protección, ya 

viene siendo atendido por la EPSS, para procurar su bienestar no es 

conveniente que el tratamiento o el suministro de servicios y elementos 

médicos que sean de carga de la Secretaría de Salud se suspendan para 

someterlo a una nueva situación frente a ella y la entidad pública o privada 

con la que haya contratado, sino que debe haber continuidad, si se tiene en 

cuenta también que la mayor parte de las atenciones ahora requeridas son 

de cargo de la EPS-S y no ha puesto en entredicho que cuente con los 

medios suficientes para disponerlas, a lo que se suma que puede, en todo 

caso,  ejercer la facultad de recobro dispuesta por el juez, y en el porcentaje 

dispuesto, coherentes con lo expuesto en las  sentencias C-463 de 2008 y C-

316 de 2009, ante el hecho de que se tuvo que recurrir a este medio para 

lograr una cabal atención. 

  

Puestas así las cosas, se confirmará el fallo que se 

revisa, pero adicionándolo para indicar que la trasgresión de los derechos 

reclamados proviene tanto de la EPS-S accionada como de la Secretaría de 

Salud Departamental de Risaralda; además se adicionará para precisar que 

la autorización de gastos ordenados cobija tanto a la niña como a su 

acompañante y se refiere a costos de transporte, hospedaje y  manutención. 

 

     

 

 



      DECISIÓN 

 

 

      Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial 

de Pereira, Sala de Decisión Civil Familia, administrando justicia en nombre de 

la República y por autoridad de la ley,  CONFIRMA el fallo que se revisa, pero 

ADICIONÁNDOLO para indicar que la trasgresión de los derechos reclamados 

proviene tanto de la EPS-S CAPRECOM como de la Secretaría de Salud 

Departamental de Risaralda, y en su ordinal segundo para precisar que la 

autorización de gastos ordenados cobija tanto a la niña como a su 

acompañante y se refiriere a costos de transporte, hospedaje y  

manutención. 

 

     Notifíquese  la decisión a las partes en la forma 

prevista en el artículo 5° del Decreto 306 de 1992 y remítase el expediente a 

la Corte Constitucional para su eventual revisión. 

 

     Los Magistrados, 

 

 

 

       JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO 
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